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RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece el Banco Popular de Puerto Rico (BPPR) mediante 

escrito que atendemos como petición de certiorari, de conformidad 

con nuestra Resolución de 29 de junio de 2016. Presenta su recurso a 

fin de disputar la determinación del Tribunal de Primera Instancia de 

rechazar –en reconsideración– su petición de desestimación bajo la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap V, R. 10.2. 

Denegamos. 
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De entrada, el auto de certiorari es un vehículo procesal 

discrecional y extraordinario, mediante el cual un tribunal de mayor 

jerarquía puede rectificar errores jurídicos en el ámbito provisto por 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1 (2009); Pueblo v. Colón Mendoza, 149 D.P.R. 630 (1999); 

ello de conformidad a los criterios dispuestos por la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, 

R. 40. En tal sentido, la función de este tribunal frente a la revisión de 

controversias a través de certiorari requiere valorar la actuación del 

foro de primera instancia y predicar su intervención en si la misma 

está enmarcada en el ámbito reservado a dicho recurso y si constituyó 

un abuso de discreción. En ausencia de tal abuso o de acción 

prejuiciada, error o parcialidad, conviene no interferir con las 

determinaciones del Tribunal de Primera Instancia. Zorniak v. 

Cessna, 132 DPR 170 (1992); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 

729 (1986).  

Por su parte, el inciso 5 de la referida Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil establece el fundamento para la desestimación de 

una demanda, sin siquiera esperar su contestación, cuando los hechos 

alegados no exponen una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio. Al resolver una moción de desestimación bajo este 

fundamento, el tribunal ha de tomar como ciertos los hechos bien 

alegados en la demanda, en la medida en que hayan sido aseverados 

de manera clara y concluyente, de forma que de su faz no den margen 

a dudas. Pressure Vessels of P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497 

(1994); Colón v. Lotería, 167 DPR 625 (2006). Dichas alegaciones 

han de interpretarse de forma conjunta, liberal y favorable al 
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demandante, visto lo cual no procederá la pretendida desestimación 

salvo demostración de que –aún considerada en su mejor luz y con 

permisión de cualquier inferencia que los hechos alegados admitan– la 

demanda carece de entidad para constituir una reclamación válida. Id.  

En el caso ante nuestra consideración, el Tribunal de Primera 

Instancia determinó rechazar la petición de desestimación bajo la 

aludida Regla 10.2 por razón de que el BPPR es parte indispensable 

en el pleito que subyace al presente recurso y en la medida en que se 

alega que no ejerció el protocolo requerido por la reglamentación del 

Comisionado de Instituciones Financieras como exigencia de la carta 

de derechos de personas de edad avanzada, Ley 121-1986, según 

enmendada. Es evidente que la valoración de la desestimación estuvo 

supeditada a la norma de favorabilidad que acompaña a las 

alegaciones de una demanda en el ámbito de la referida Regla 10.2. 

Lo cierto es que la plataforma de hechos aportada en la demanda no 

admite que podamos descartar la posibilidad de conceder remedio 

alguno a favor del demandante bajo su teoría de responsabilidad por 

incumplimiento reglamentario o ante la mera obligatoriedad de la 

presencia del banco como parte indispensable –Colón Rivera, et al. v. 

ELA, 189 DPR 1033 (2013)– ni, en consecuencia, nos permite estimar 

la determinación del foro recurrido como un abuso discrecional o la 

consecuencia de una acción prejuiciada, errónea o parcial.  

Por tanto, en las circunstancias del presente caso y por las 

consideraciones expresadas, no advertimos razón derivable del 

derecho expuesto que justifique nuestra intervención con la 

determinación del Tribunal de Primera Instancia, por lo que 

denegamos la expedición del auto de Certiorari solicitado.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


